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ACCIONANTE: JOSÉ OVIDIO VALENCIA GIRALDO
DECRETA NULIDAD

A 006

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO / NULIDAD PROCESAL

DEBIDO PROCESO – Su trasgresión en el proceso constitucional acarrea la declaratoria de nulidad procesal.
… De hecho, pese al pedido del nivel central, tampoco se hizo vinculación formal de las Unidades que se relacionaron por la Dirección de Sanidad de la Policía como responsables de atender los pedidos del accionante, entre las cuales está la Unidad Prestadora de Salud Risaralda, por lo que su legitimación en la causa estaba decantada y bien podía convalidarse con la simple observación de sus argumentos de descargo ofrecidos, lo que infortunadamente no ocurrió… Para la Sala, al encontrarse acreditada la remisión del mensaje de datos en cuestión al buzón electrónico desde el cual el despacho hizo la vinculación de la entidad a la acción constitucional, y sin obrar ninguna justificación acerca de su no incorporación al expediente digital, se quebranta la garantía del debido proceso y derecho defensa de la accionada, especialmente por tratarse de la Unidad que resulta ser la responsable de brindar los servicios de Salud al accionante.
… Así las cosas, no queda alternativa diferente que decretar la nulidad de la sentencia objeto de impugnación, dejándose incólume, desde luego, las pruebas válidamente allegadas, con el fin de que tenga como incorporada la respuesta al traslado de tutela que ofreció la Unidad Prestadora de Salud Risaralda, adscrita a la Regional de Aseguramiento en Salud No. 3 de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, y se proceda de inmediato a proferir un nuevo fallo en el que se ponderen todos los argumentos expuestos por las partes involucradas
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA nº 2 de decisión PENAL

Magistrado Ponente

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Pereira, doce (12) de febrero de dos mil veinticinco (2025)
Acta de Aprobación No. 131
Hora: 1:30 p.m.

Radicación: 66001318700320240011901

1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la Jefe de la Unidad Prestadora de Salud de Pereira (e), adscrita a la Regional de Aseguramiento en Salud Nro. 3 de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, contra el fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela incoada por el señor JOSÉ OVIDIO VALENCIA GIRALDO contra la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el accionante, se puede sintetizar así: (i) se encuentra afiliado a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional; (ii) fue diagnosticado con “LITIASIS RENAL”; (iii) en septiembre 23 de 2023, el médico tratante le ordenó realizarse una “TOMOGRAFÍA COMPUTADA DE VÍAS URINARIAS”, sin contar a la fecha con la autorización; (iv) después de un año, en septiembre 21 de 2024 el galeno tratante dispuso la realización de una “ECOGRAFÍA DE VÍAS URINARIAS (RIÑONEZ, VEJIGA Y PRÓSTATA TRANSABDOMINAL)”; (v) ninguna de las ordenes de ayudas diagnósticas se han autorizado, programado ni realizado, pues no fue posible la comunicación presencial ni telefónica con Sanidad; (vi) en la última conversación con la entidad, se le informó que estaban a la espera de asignación presupuestal para el contrato requerido; (vii) en noviembre de 2024 presentó queja ante la Superintendencia Nacional de Salud contra la institución accionada, pero aún no obtuvo respuesta; (viii) Sanidad de la Policía le ha negado la realización de las ayudas diagnósticas y por ello no ha podido atender su diagnóstico de “LITIASIS RENAL”, pues no ha podido realizar la consulta por especialista en urología para determinar el tratamiento a seguir. 

Solicitó la protección de sus derechos fundamentales a la vida, salud, seguridad social y a la dignidad humana; en consecuencia, se ordene a Sanidad de la Policía Nacional que, en un término perentorio, autorice y realice: (i) el examen “ECOGRAFIA DE VIAS URINARIAS (RIÑONES, VEJIGA Y PROSTATA TRANSABDOMINAL)”; (ii) la consulta con especialista en urología, para que valore su condición de salud y determine el tratamiento a seguir sin dilaciones; (iii) los demás procedimientos, medicamentos o exámenes que sean necesarios para garantizar una adecuada atención en salud a su patología; (iv) se ordene el tratamiento integral urgente y prioritaria.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la tutela -diciembre 16 de 2024-, el despacho de primer grado vinculó y corrió traslado de la demanda a la Dirección de Sanidad de Policía, notificándose efectivamente a la Dirección Nacional -nivel central- y a la jefatura de la Unidad Prestadora de Salud de Risaralda.

3.2.- La oficial Líder Proceso de Tutelas de la Oficina de Asuntos Jurídicos de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, mediante escrito de diciembre 20 de 2024, informó que el Director de Sanidad de la institución, como superior jerárquico de las unidades regionales y locales, procedió a remitir orden de cumplimiento Jefatura Regional de Aseguramiento en Salud No. 3 y la Jefatura de la Unidad Prestadora de Salud Risaralda, a efectos de que de manera inmediata se atendiera el pedido del accionante JOSÉ VALENCIA.

Solicitó la desvinculación de la Dirección Nacional de Sanidad de la Policía Nacional, en virtud del principio de delegación en la estructura interna de esa entidad. Además, que se vincule al trámite a la Unidad Prestadora de Salud de Risaralda, responsable de los servicios reclamados, y como su superior a cargo de verificar los procesos y procedimientos en la prestación de Servicios de Salud a la Regional de Aseguramiento en Salud No. 3.
3.3.- Culminado el término constitucional, el juzgado mediante fallo de diciembre 26 de 2024
,  tuteló los derechos fundamentales a la salud y vida del señor JOSÉ OVIDIO VALENCIA GIRALDO; en consecuencia,  le ordenó a Sanidad de la Policía Nacional que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas a partir de su notificación, “se autorice y realice el examen médico denominado ecografía de vías urinarias (riñones, vejiga y próstata transabdominal); al señor José Ovidio Valencia Giraldo y se le informe la fecha y hora en la que se le realizará la consulta médica con especialista en urología, sin que pueda exceder de diez (10) días […]”. Asimismo, dispuso que la entidad garantice y continúe prestando una cobertura integral al paciente por el diagnóstico de Litiasis Renal. 
Para llegar a la anterior determinación, el juez A quo argumentó que, conforme pudo observar en la actuación, no quedaba duda de que al señor VALENCIA GIRALDO le fueron prescritos los servicios médicos denominados “ecografía de vías urinarias (riñones, vejiga y próstata transabdominal); consulta médica de primera vez con especialista en urología [...]”, necesarios para atender su trastorno o diagnóstico, en tanto que dichos servicios no fueron garantizados por la entidad accionada, así como tampoco la atención integral que requiere el paciente, con lo cual coligió que existió vulneración de las garantías del accionante.
4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno, la Jefe Unidad Prestadora de Salud Risaralda (E), adscrita a la Regional de Aseguramiento en Salud No. 3 de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, impugnó la sentencia y solicitó su revocatoria, o en su defecto, que se declare la carencia de objeto por hecho superado. 
Al efecto, argumentó que, como lo informó esa Unidad en la respuesta al traslado de tutela, se había procedido a expedir las autorizaciones de los servicios de salud requeridos por el señor JOSÉ VALENCIA, teniéndose que la ecografía de vías urinarias no pudo realizarse en la fecha prevista (diciembre 23) porque el accionante no se encontraba en la ciudad, por lo que se reprogramó para enero 14/2025. Se hizo hincapié que sin el resultado del examen enunciado no era posible el agendamiento con Urología. Dicha información no consideró en el fallo censurado. 

Consideró que la entidad dio respuesta efectiva a los requerimientos del accionante, garantizando la programación de los servicios en los términos legales y conforme a la disponibilidad de los prestadores contratados, quienes deben priorizar los casos urgentes o de mayor complejidad. 
No entiende cómo, pese a lo acreditado en la respuesta al traslado de tutela, se procede a librar orden de tutela cuando ya se garantizó la prestación de los servicios de salud al accionante. 
En un comunicado allegado en sede de segunda instancia, como complemento a su impugnación, la recurrente remitió la trazabilidad del correo electrónico mediante el cual se ofreció respuesta al traslado de la acción de tutela, mensaje de datos enviado en diciembre 20 de 2024 a las 3:30 p.m., desde el usuario DERIS RASE3-ASJ <deris.rase3-asj@policia.gov.co> y con destino a la cuenta Citador 01 Centro Servicios Administrativos Ejecución Penas -Seccional Pereira <cit01cserepper@cendoj.ramajudicial.gov.co>, el cual citó como asunto “RTA ACCION DE TUTELA JOSE OVIDIO VALENCIA GS-2024-022602-REGI3”, adjuntándose el comunicado (en 7 páginas) que contiene los argumentos de defensa y contradicción sobre las pretensiones del señor VALENCIA GIRALDO en la solicitud de amparo de tutela.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591/91.
En este caso, el señor JOSÉ OVIDIO VALENCIA GIRALDO concurre al juez constitucional para que se protejan sus derechos fundamentales a la vida, salud, dignidad humana y seguridad social, los cuales considera vulnerados por Sanidad de la Policía Nacional al no autorizar y programar los servicios de salud de “ECOGRAFIA DE VIAS URINARIAS (RIÑONES, VEJIGA Y PROSTATA TRANSABDOMINAL)” y “CONSULTA DE PRIMERA VEZ POR ESPECIALISTA EN UROLOGÍA” que le fueron prescritos por el médico tratante en septiembre 21/2024 para atender el diagnóstico de “LITIASIS RENAL”, considerando necesario que se le otorgue el amparo de tutela y se ordene garantizar a su favor un tratamiento integral.
Al respecto, el juzgado de primer nivel, luego de surtir el traslado respectivo a la entidad accionada, tuvo como contestación las manifestaciones ofrecidas por el nivel central de la Dirección Sanidad de la Policía Nacional, específicamente lo que atañe al traslado y ordenes que impartió a las unidades de nivel regional y local para atender los requerimientos del accionante, así como los fundamentos de oposición a la eventual orden de un tratamiento integral. 
Así, emitió la sentencia de rigor en la que concedió el amparo de tutela deprecado y, en consecuencia, le ordenó a Sanidad de la Policía Nacional garantizar la prestación de los servicios requeridos por el señor VALENCIA GIRALDO, asimismo, continuar prestando una atención integral para el tratamiento de su patología.
No obstante, la Jefe de la Unidad Prestadora de Salud Risaralda (e), adscrita a la Regional de Aseguramiento en Salud No. 3 de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, impugnó el fallo con el fin de que fuera revocado, o en su defecto se decretara la carencia actual de objeto por hecho superados, al tiempo que expresó su extrañeza porque, pese a los argumentos ofrecidos en su defensa frente al traslado de tutela, el A-quo emitió una orden de amparo constitucional sin considerar la gestión que ya se había acreditado por esa Unidad. 
Analizada con detenimiento la actuación surtida, la Sala observa una irregularidad sustancial que se presentó en desarrollo del trámite adelantado, en detrimento de la Unidad que resultó finalmente afectada en la decisión de primer nivel, pues el juzgado dejó de lado en sus consideraciones los argumentos esgrimidos en oposición a las pretensiones del accionante por parte de la Unidad Prestadora de Salud Risaralda, con lo cual se desconocieron los derechos de defensa y contradicción de la responsable de atender los reclamos contenidos en la solicitud de tutela. 

Lo dicho es así porque, al verificar el expediente se advierte que, aun cuando el traslado de la solicitud de tutela se realizó de manera genérica a Sanidad de la Policía Nacional, sin delimitar Unidad o Dependencia alguna, es evidente que en dicho traslado, con el que también se surtió la notificación del auto admisorio, el despacho vinculó tanto al nivel central -<tutelas@policia.gov.co> y <disan.aasjur-tutelas@policia.gov.co>- como a la Unidad Prestadora de Salud Risaralda  -<deris.upres-jef@policia.gov.co>-; no obstante, el A-quo en su sentencia omitió ponderar las manifestaciones de defensa que presentó esta última autoridad mediante el mensaje de datos de diciembre 20/2024, de hecho, su escrito no fue incorporado al expediente digital.
De hecho, pese al pedido del nivel central, tampoco se hizo vinculación formal de las Unidades que se relacionaron por la Dirección de Sanidad de la Policía como responsables de atender los pedidos del accionante, entre las cuales está la Unidad Prestadora de Salud Risaralda, por lo que su legitimación en la causa estaba decantada y bien podía convalidarse con la simple observación de sus argumentos de descargo ofrecidos, lo que infortunadamente no ocurrió.
En este punto, es importante destacar que, según lo acreditó la impugnante, la respuesta al traslado de tutela de esa Unidad local se remitió a la dirección electrónica desde la que recibió la notificación de admisión y traslado de tutela -Citador 01 Centro Servicios Administrativos Ejecución Penas-Seccional Pereira <cit01cserepper@cendoj.ramajudicial.gov.co>-, enviada en diciembre 20 de 2024 a las 3:30 p.m., adjuntándose el memorial que contiene los argumentos con los que se opuso a la tutela invocada, lo cual no fue analizado por el A-quo, es decir, impidió la indebida conformación del contradictorio e incurrió en una motivación aparente.
Para la Sala, al encontrarse acreditada la remisión del mensaje de datos en cuestión al buzón electrónico desde el cual el despacho hizo la vinculación de la entidad a la acción constitucional, y sin obrar ninguna justificación acerca de su no incorporación al expediente digital, se quebranta la garantía del debido proceso y derecho defensa de la accionada, especialmente por tratarse de la Unidad que resulta ser la responsable de brindar los servicios de Salud al accionante. 

La jurisprudencia constitucional, en la materia, ha establecido que: 

 “[…] de antaño, la Corte Suprema de Justicia ha advertido que la falta de motivación absoluta de una sentencia configura una causal de nulidad autónoma, de suerte que, además de las ocho causales esta-blecidas en la ley, debe agregarse aquella que se vincula con el silencio indebido y arbitrario del juzgador
. Ahora bien, más allá de su origen, esta causal tam-bién es aplicable en el régimen especial de la acción de tutela, sobre la base de que esta Corporación ha admitido como una causal específica de procedencia del recurso de amparo contra providencias judiciales, el defecto consistente en adoptar decisiones sin motivación
, pues se ha entendido que bajo el principio de publicidad que rige a las actuaciones de jueces (CP art. 228), no es posible que se adopten determinaciones sin sustento argumentativo o con razonamien-tos apenas aparentes o irrelevantes, que lejos de representar el ejercicio de la función de administrar justicia, lo que envuelven es un mero acto de poder.”

En este asunto, resulta evidente que el juzgado incurrió en una motivación aparente, en la medida que omitió considerar los argumentos de descargo que expuso la autoridad accionada y, en cambio, la declaró responsable en la presunta vulneración de los derechos invocados por el señor JOSÉ VALENCIA, cuando precisamente, la respuesta que se ofreció al traslado de tutela ofreció información relevante frente a los reclamos del accionante, argumentos con trascendencia en el debate surgido y que no fueron valorados por el fallador de primer nivel, en tanto que, de abordarse ahora su análisis en segunda instancia, se afectaría indefectiblemente la garantía del debido proceso de cara al derecho de contradicción que puede ejercer el accionante sobre las consideraciones que se deriven de tal estudio, lo cual se opone al principio de la doble instancia como componente esencial de tal prerrogativa constitucional.

Así las cosas, no queda alternativa diferente que decretar la nulidad de la sentencia objeto de impugnación, dejándose incólume, desde luego, las pruebas válidamente allegadas, con el fin de que tenga como incorporada la respuesta al traslado de tutela que ofreció la Unidad Prestadora de Salud Risaralda, adscrita a la Regional de Aseguramiento en Salud No. 3 de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, y se proceda de inmediato a proferir un nuevo fallo en el que se ponderen todos los argumentos expuestos por las partes involucradas, como garantía al debido proceso, derecho de defensa y contradicción.
6.- DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Nº 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE
PRIMERO: DECLARA LA NULIDAD del fallo proferido en agosto 15 de 2024 por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), que tuteló los derechos fundamentales invocados por el señor JOSÉ OVIDIO VLAENCIA GIRALDO, de conformidad con lo expuesto en el cuerpo motivo de esta providencia. 

SEGUNDO: Remítanse de inmediato las diligencias al juzgado de origen para lo pertinente.

Contra la presente providencia no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

MANUEL YARZAGARAY BANDERA 
Magistrado 
Con firma electrónica al final del documento
� La sentencia fue corregida en su acápite resolutivo por un error en la mención de la entidad responsable de atender la orden de tutela, según providencia interlocutoria de diciembre 27/2024 - documento “08CorreccionFalloTutela”.


� La Corte Suprema de Justicia ha considerado que los artículos 29 y 228 Superiores, al dar alcance al derecho al debido proceso, incluyen la obligación del juez de darle publicidad a las razones que lo llevaron a adoptar una decisión, en aras de excluir la discrecionalidad y arbitrariedad en la labor de administrar justicia. Por tal razón, se ha inclinado por decretar la nulidad de los procesos en los que las sentencias carecen de forma absoluta de motivación, al no tener posibilidad alguna de adelantar un control material sobre lo resuelto. Véase, al respecto, (i) la sentencia del 29 de abril de 1988, Inversiones Inmobiliarios Movifoto Ltda contra el Banco de Comercio, M.P. Héctor Marín Naranjo y (ii) sentencia del 24 de agosto de 1998, Nicolás Elías Libos Saad frente a la Sociedad Promotora Colmena Limitada, M.P. José Fernando Ramírez Gómez.


� Véanse, entre otras, las Sentencias T-114 de 2002, T-463 de 2003, T-200 de 2004 y T-388 de 2006.  


� Auto 159/18
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